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 En vista de esto, la Comisión considera relevante que el Estado atienda las observaciones de 
la representación y peda informar a la Honorable Corte los motivos por los cuales considera que las 
figuras propuestas en el proyecto de reforma de Código Penal se ajustan a los estándares 
internacionales en materia de libertad de pensamiento y de expresión. La CIDH destaca la 
importancia de que el Estado aporte información completa y detallada sobre la tramitación del 
proyecto de ley Boletín N° 14795-07 que busca modificar integralmente el Código Penal, tomando en 
cuenta las observaciones de la representación.   
 

Con relación al punto resolutivo décimo cuarto de la Sentencia, referido a la obligación 
estatal de adecuar el ordenamiento jurídico interno a los estándares internacionales sobre 
jurisdicción penal militar, de forma tal que en caso de que se considere necesaria la existencia 
de una jurisdicción penal militar, esta deba limitarse solamente al conocimiento de delitos de 
función cometidos por militares en servicio activo y a su deber de establecer límites a la 
competencia material y personal de los tribunales militares, de forma tal que en ninguna 
circunstancia un civil se vea sometido a la jurisdicción de los tribunales penales militares, la 
Comisión nota el contenido de las reformas introducidas por las leyes N° 20.477 y 20.968 y que el 
proyecto de ley (Boletín N° 12519-02) que tendría por objeto adecuar la justicia militar a los 
estándares internacionales, estableciendo límites a la competencia personal y material de sus 
tribunales, se encuentra en segundo trámite constitucional en el Congreso de la Nación. Asimismo, 
nota que el 4 de enero de 2013 se aprobó la discusión particular del proyecto en la Cámara de 
Diputados, y se encuentra en revisión por la Comisión de Defensa Nacional y por la Comisión de 
Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. Nota que la última gestión del proyecto es un oficio 
de la Corte Suprema remitiendo su opinión el 10 de enero de 2023. 

 
La Comisión recoge las observaciones de la representación respecto a que: (i) el Estado no 

aclaró qué definición de “militar” se encuentra vigente, ni si incluye a otras personas que no son 
militares en servicio activo, definición que tampoco se encuentra el citado proyecto de reforma; y 
que (ii) si bien el proyecto limita la jurisdicción material a los delitos exclusivamente militares, no 
excluye expresamente los casos de violaciones de derechos humanos cometidos en contra de 
militares.   

 
En vista de esto, la CIDH solicita respetuosamente a la Honorable Corte, que reitere al Estado 

su solicitud de información sobre la exclusión de los casos de violaciones de derechos humanos 
cometidos en contra de militares, y sobre la definición de “militar” actualmente vigente, de forma que 
explique si dicha jurisdicción incluye a otras personas que no son militares en servicio activo, como 
fue requerido en su Resolución de cumplimiento de 2022.  
 
 Sobre el punto resolutivo décimo quinto de la Sentencia, referido a la medida de 
garantizar el debido proceso en la jurisdicción penal militar y la protección judicial respecto 
de las actuaciones de las autoridades militares, la Comisión nota que el Estado informó sobre un 
anteproyecto de ley que Modifica el Código de Justicia Militar que aún no ha sido presentado como 
iniciativa legislativa. Informó que respecto a los principios de independencia e imparcialidad el 
proyecto establece que la integración de las Cortes Marciales debe siempre contar con mayoría de 
magistrados civiles.  
 
 
 
 






